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RESOLUCIÓN EN DEFENSA DE LOS FUNCIONARIOS, EMPLEADOS PÚBLICOS Y QUIENES PRESTAN SERVICIOS MUNICIPALES
En los últimos años, al amparo de la crisis económica han proliferado los discursos que cuestionan la eficacia de los servicios públicos, la necesidad de tal número de funcionarios y la utilidad del dinero público que se destina a gastos de personal. 

Quienes promueven estos falsos relatos, aprovechan la crisis para desprestigiar los servicios públicos porque no creen en ellos, en su capacidad para cubrir necesidades sociales ni en su función redistributiva de la riqueza para garantizar una vida digna al conjunto de la población. 

Nos encontramos así con que los empleados públicos, los funcionarios en particular, están señalados y acusados como “parásitos” del sistema, que viven de los presupuestos de las administraciones públicas, que tienen la suerte de no temer despidos y que “se esfuerzan poco” por ganarse el sueldo y la estabilidad laboral, tan escasos y deseados por gran parte de la población. Desde Izquierda Unida queremos señalar la falsedad de tales acusaciones así como la intencionalidad política e ideológica que esconden que no es otro que el adelgazamiento de las administraciones públicas, la privatización de servicios y la expansión de nuevos mercados, nuevos sectores para consumir y enriquecer a quienes sólo pretenden la búsqueda de beneficios y el afán de lucro. 

Así pueden explicarse muchas de las decisiones erráticas que se han tomado en los últimos tres años contra los empleados públicos: rebaja salarial, no reposición de las jubilaciones, no sustituciones por enfermedad o vacaciones, prolongación de jornada, despidos masivos, endurecimiento de las condiciones de trabajo, limitaciones de la negociación colectiva…. 

Estamos convencidos de que la crisis económica en la que España está sumida desde hace ya varios años está siendo gestionada de manera deficiente por los sucesivos responsables políticos.  La indudable necesidad de controlar el gasto público se está traduciendo en una política de recortes en el número de efectivos y en la precarización de las condiciones laborales, retributivas y sociales de los empleados públicos, y viene acompañada de una campaña de descrédito de la labor que realizan en todos los ámbitos de la administración.
Uno de las más injustas decisiones que se han tomado desde el gobierno central (y que afecta a todos los ámbitos de las AAPP) ha sido la reducción salarial cuando se está en situación de incapacidad temporal por enfermedad común o accidente no laboral. Es una injusta y despiadada medida que se añade a los citados ataques a los trabajadores públicos como si hubiesen sido los causantes de la crisis. 

Este castigo por enfermar, reduciendo hasta la mitad del sueldo por cada día de enfermedad, es una injusta y aberrante medida que está provocando que los empelados públicos no se queden encasa cuando están enfermos porque no pueden permitirse un sueldo más recortado. Así, hemos podido comprobar el “presentismo” del que hablan los sindicatos, porque en este Ayuntamiento ya ha habido trabajadores enfermos y accidentados en su puesto de trabajo. Y con el derecho a la salud no debe jugarse, pues los poderes públicos tienen por mandato constitucional el deber de proteger la salud de los ciudadanos, también de los empelados públicos. 

Porque creemos en la importancia de los servicios y empelados públicos, en la capacidad y dedicación de todos los trabajadores municipales, proponemos al pleno municipal el reconocimiento de lo siguiente: 
1. Los empleados públicos, entre ellos los del Ayuntamiento de Albacete, son los encargados de desempeñar, en nombre del Estado, los servicios que éste presta a los ciudadanos. De igual manera son quienes hacen realidad las decisiones políticas y legislativas. Cuestionar el papel de los empleados públicos desacredita a servicios públicos esenciales para la sociedad como los que se realizan en la educación, la sanidad, la seguridad, la atención social y la justicia, entre otros.

2. Esta aplicación práctica de las decisiones políticas ante la ciudadanía precisa de un personal cualificado. Los empleados públicos y los funcionarios municipales entre ellos, acceden a sus puestos de trabajo después de demostrar ampliamente su cualificación y por medio de un proceso de selección establecido de acuerdo con los principios de igualdad, mérito y capacidad que exige la Constitución Española.
3. Los empleados públicos prestan a la sociedad un servicio insustituible como garantes de la igualdad de oportunidades para todos los ciudadanos, al llevar los servicios esenciales a los lugares más recónditos del país, a donde no acudiría nunca una empresa privada por una sencilla cuestión de rentabilidad económica. 
4. La estabilidad en el puesto de trabajo, ahora cuestionada por la reforma laboral, garantiza la independencia del empleado público ante la ejecución de las diversas políticas y asegura la calidad y permanencia de las prestaciones que se ofrecen a los ciudadanos. 
Estamos convencidos de que hay soluciones y vías alternativas para reducir el déficit público que excluyan la política de recortes en la función pública: soluciones que pasan por hacer efectivos los principios de igualdad, capacidad económica y progresividad que han de inspirar nuestro sistema tributario (art. 31 de la Constitución), así como por la mejora sustancial del control del gasto público, que conlleve una asignación eficaz y eficiente de los recursos públicos, sin recortar los gastos sociales ni afectar negativamente a los empleados públicos. 
Queremos reconocer la importante labor de los trabajadores y trabajadoras del Ayuntamiento de Albacete, funcionarios, laborales y empleados de sus patronatos, así como de las empresas que prestan servicios municipales a todos los vecinos y vecinas de Albacete, agradeciendo su profesionalidad y buen servicio público. 

En Albacete a 11 de junio de 2013

Fdo. Maria Victoria Delicado Useros
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